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ART. 10. DERECHOS DE LOS PROVEEDORES DE

SALUD.

Los/as proveedores del servicio de salud tienen derecho a:

a. No ser perseguidos, discriminados, estigmatizados, enjuiciados o procesados
por realizar procedimientos de interrupción legal del embarazo ya que la
denuncia del delito de violación, se constituye en la constancia expresa que
justifica la realización de la interrupción legal y segura del embarazo.

b. No ser perseguidos, discriminados, estigmatizados, enjuiciados o procesados
por realizar procedimientos de interrupción legal del embarazo cuando la
vida o salud de la mujer corra peligro o se presenten malformaciones
congénitas letales.

c. El resguardo de su identidad y a trabajar en un ambiente libre de presiones y estigmas de
cualquier tipo.

d. Cumplir con normas, protocolos y procedimientos para la interrupción del embrazo,
emitidos por el Ministerio de Salud.

e. Ser informados sobre los resultados de la supervisión y el monitoreo con fines de
retroalimentación, investigativos y científicos.

f. Contar con una copia de la denuncia como respaldo suficiente para la práctica
de la interrupción del embrazo, la cual debe ir en la historia clínica.



ART. 9. OBJECIÓN DE CONCIENCIA.

a. El derecho a la objeción de conciencia en la prestación de servicios de salud implica que,
los profesionales de salud tienen la legitima posibilidad de negarse a proporcionar ciertos
servicios de salud por considerarlos contrarios a sus convicciones personales.

b. La objeción de conciencia es una decisión personal, no es una decisión
institucional.

c. Los proveedores que manifiesten su impedimento para realizar
procedimientos de interrupción legal del embarazo, deben comunicar de
manera escrita e inmediatamente al Jefe de Servicio y/o Director del Servicio
de Salud, para que se garantice la interrupción del embarazo dentro de las
primeras 24 horas, de haber solicitado el servicio, cumpliendo con el carácter
obligatorio de la Sentencia.

d. El Director y/o Jefe de Servicio, en calidad de autoridades deben garantizar la
interrupción legal del embarazo dentro de las 24 horas.

e. El incumplimiento en la prestación del servicio de la interrupción legal del embarazo
acarrea responsabilidad civil, penal o administrativa en su caso, a las autoridades del
servicio de salud.




